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Publicación de la información
Informe Paralelo de la Sociedad Civil Australiana relativo a la Convención de las Naciones Unidas sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad (2019) en respuesta a la Lista de temas previa a la 
presentación de los segundos y terceros informes periódicos combinados de Australia [CRPD/C/AUS/
QPR/2-3]. Recopilado por el Grupo de Trabajo del Informe Paralelo CRPD de la Sociedad Civil Australiana, 
julio de 2019.

Descargo de responsabilidad
Los puntos de vista y las opiniones expresadas en esta publicación son las del Grupo de Trabajo del 
Informe Paralelo CRPD de la Sociedad Civil y no necesariamente de nuestros respectivos organismos 
de financiación. Se han tomado todos los recaudos posibles al preparar la información contenida en 
este documento. El Grupo de Trabajo del Informe Paralelo CRPD de la Sociedad Civil renuncia a toda 
responsabilidad por la imprecisión o la insuficiencia de la información, y bajo ninguna circunstancia será 
responsable de descuido o de cualquier otra situación que surja de la elaboración o del suministro de 
cualquier información mencionada anteriormente.
© 2019 
Datos de la imagen del trabajo artístico de la portada: 
© “Two Spirit Yarning” por Paul Constable Calcott del pueblo Wiradjuri. Paul utiliza el arte y los símbolos 
tradicionales de sus ancestros para hablar sobre temas relacionados con la comunidad LGBTIQA+ (dos 
espíritus), las personas con discapacidad en las Primeras Naciones de la Australia remota y urbana. 
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Acerca de este informe
El presente Informe Paralelo de la Sociedad Civil relativo a la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad (CRPD) ofrece la perspectiva de las personas con discapacidad con respecto 
al cumplimiento por parte de Australia de sus obligaciones en virtud de dicha Convención. 
Este Informe responde a la Lista de temas previa a la presentación de los segundos y terceros informes 
periódicos combinados de Australia [CRPD/C/AUS/QPR/2-3] del Comité de la CRPD. También brinda 
información en virtud de los artículos 10, 20 y 23, que no formaban parte de la Lista de temas previa a la 
información (LOIPR). La numeración del Informe, en cada artículo, corresponde a la LOIPR pertinente.
Después de un Taller de Información Paralela de la CRPD llevado a cabo en noviembre de 2017, se 
estableció un Grupo de Trabajo CRPD de la Sociedad Civil Australiana (el Grupo de Trabajo) para 
ayudar a preparar la Revisión de Australia de la CRPD de las Naciones Unidas. Al elaborar este Informe 
Paralelo, el Grupo de Trabajo realizó consultas específicas con las personas con discapacidad y con sus 
organizaciones de defensa, y analizó las pruebas recabadas de investigaciones iniciadas por el gobierno y 
la sociedad civil, y de diversos informes y presentaciones. 
En el primer semestre de 2019, el Grupo de Trabajo realizó una encuesta en línea para las personas con 
discapacidad con el objeto de tener una posibilidad más para contribuir a la elaboración de este Informe. 
Más de 1000 personas con discapacidad respondieron a esta encuesta y los hallazgos se han incorporado 
al Informe. 
El Grupo de Trabajo está compuesto por los representantes de las DPO, las organizaciones de 
representantes de personas con discapacidad y las organizaciones de defensa de las personas con 
discapacidad:

• Disabled People’s Organisations Australia (DPO Australia): Organizaciones Australianas para 
Personas con Discapacidad1

• Council for Intellectual Disability NSW (CID): Consejo para las Personas con Discapacidad 
Intelectual de NSW

• Queensland Advocacy Incorporated (QAI): organización para la defensa de las personas con 
discapacidad de Queensland

• Advocacy for Inclusion (AFI): defensa para la inclusión

• Disability Advocacy Network Australia (DANA): Red para la defensa de las personas con 
discapacidad

• Australian Centre for Disability Law (ACDL): Centro Australiano de Derecho en materia de 
Discapacidad

• Queensland Voice for Mental Health (QVMH): voz para la salud mental de Queensland

• Children and Young People with Disability Australia (CYDA): Niños y jóvenes con discapacidad de 
Australia

• Australian Federation of Disability Organisations (AFDO): Federación Australiana de 
Organizaciones para Personas con Discapacidad

Cantidad de palabras de este Informe: 
Conforme a las Directrices sobre la participación de las organizaciones de personas con discapacidad 
(DPO) y a las organizaciones de la sociedad civil en los trabajos del Comité [UN Doc CRPD/C/11/2], la 
cantidad de palabras de este informe es de 9850.

1 Las Organizaciones Australianas para Personas con Discapacidad (DPO Australia) son una alianza de cuatro organizaciones para personas 
con discapacidad, con discapacidad cruzada, específicas para la población, que se desempeñan a nivel nacional en Australia. DPO Australia 
fue fundada y está compuesta por: Women With Disabilities Australia (WWDA) (Mujeres con discapacidad de Australia); First Peoples Disability 
Network Australia (FPDNA) (Primera red de personas con discapacidad de Australia); People with Disability Australia (PWDA) (Personas con 
discapacidad de Australia); y National Ethnic Disability Alliance (NEDA) (Alianza nacional para las personas étnicas con discapacidad. Como 
DPO, estas cuatro organizaciones nacionales son organizaciones autodeterminadas conducidas, controladas y constituidas por personas con 
discapacidad.

http://dpoa.org.au/
http://dpoa.org.au/
http://www.nswcid.org.au/
http://www.nswcid.org.au/
https://qai.org.au/
https://qai.org.au/
http://www.advocacyforinclusion.org/
https://www.dana.org.au/
https://www.dana.org.au/
https://disabilitylaw.org.au/
https://disabilitylaw.org.au/
http://qldvoice.org.au/
https://www.cyda.org.au/
https://www.cyda.org.au/
https://www.afdo.org.au/
https://www.afdo.org.au/
http://dpoa.org.au/
http://wwda.org.au/
https://fpdn.org.au/
https://fpdn.org.au/
https://pwd.org.au/
http://www.neda.org.au/
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Resumen
El Grupo de Trabajo del Informe Paralelo CRPD de la Sociedad Civil Australiana (el Grupo de Trabajo) 
preparó este Informe Paralelo para brindar los puntos de vista de las personas con discapacidad al Comité 
de la CRPD. 
Australia es un país rico y muchos australianos gozan de derechos humanos y de alto nivel de vida. Por lo 
tanto, Australia debería atenerse a los más altos estándares con respecto a sus obligaciones para con la 
CRPD.
El Grupo de Trabajo reconoce las reformas positivas que Australia inició desde su primera revisión en 
2013, en particular, con la implementación del Programa Nacional de Seguro por Discapacidad (NDIS) y 
el establecimiento de una Comisión Real respecto de la Explotación, Violencia y Abuso de Personas con 
Discapacidad. 
Sin embargo, las personas con discapacidad aún sufren pobreza, desventajas y violaciones a los derechos 
humanos; y esto es especialmente grave para las personas2 y comunidades indígenas. En particular, este 
Informe llama la atención a las cuestiones críticas que necesitan que Australia:

• retire sus Declaraciones Interpretativas relativas a los artículos 12, 17 y 18, que impiden la reforma 
y permiten las violaciones a los derechos humanos que incluyen la denegación de la capacidad 
jurídica, los tratamientos forzosos y la discriminación contra las personas no australianas con 
discapacidad que tratan de ingresar o permanecer en Australia;

• fortalezca las leyes contra la discriminación para abordar la lucha contra la discriminación 
interseccional; permita realizar las quejas por medio de sus representantes; permita realizar quejas 
con respecto a los delitos de difamación por razones de discapacidad; y garantice que las personas 
con discapacidad puedan realizar quejas de manera eficaz sobre la denegación de un alojamiento 
razonable; 

• elabore y promulgue legislación nacional sobre la prevención de todas las formas de violencia 
basadas en el género;

• incorpore los derechos de la CRPD a la legislación, la política y los programas que se aplican a 
los niños y a los jóvenes; y desarrolle mecanismos para garantizar que los niños y jóvenes con 
discapacidad puedan participar de consultas, procesos de tomas de decisiones y elaboración de 
políticas que afectan su vida;

• establezca un marco nacional para el cumplimiento obligatorio de las Normas sobre discapacidad 
para tener acceso al transporte público; las Normas sobre discapacidad (acceso a predios: 
edificios); y las Normas nacionales sobre los servicios de discapacidad; y que modifique el Código 
Nacional de Construcción para exigir las condiciones de acceso mínimo a todas las viviendas 
nuevas y a las sustancialmente modificadas;

• que aborde de manera urgente la representación desproporcionada de personas con discapacidad 
en el sistema de justicia penal y termine con el uso indebido de prisiones para el tratamiento de 
personas con discapacidad no condenadas;

• actúe para garantizar que la Auslan sea reconocida como lengua nacional y unifique las leyes para 
garantizar que las personas con discapacidad, que incluyen a las personas sordas, puedan formar 
parte de un jurado; 

• establezca un marco nacional coherente para la protección de personas con discapacidad, desde 
la modificación de la conducta hasta la eliminación de prácticas represivas en una amplia gama de 
establecimientos;

• promulgue una legislación nacional uniforme y exigible que prohíba la esterilización y las 
intervenciones médicamente innecesarias de las personas con discapacidad y de las personas con 
variaciones intersexuales sin su consentimiento previo libre y completamente informado;

2 En el contexto australiano, el término ‘personas aborígenes e isleños del Estrecho de Torres’ o ‘primeros habitantes’ es la terminología aceptada 
para referirse a las personas indígenas. En consonancia con la terminología reconocida a nivel internacional, este Informe utiliza deliberadamente 
el término ‘personas indígenas’, si bien reconoce que en el contexto australiano, la terminología preferida es ‘personas aborígenes e isleños del 
Estrecho de Torres’.
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• elabore un plan nacional para el cierre de entornos institucionales residenciales, y desarrolle 
opciones de apoyo y vivienda basadas en la comunidad para las personas con discapacidad;

• tome medidas urgentes sobre la discriminación contra padres con discapacidad, específicamente 
para abordar la alta tasa de niños que son separados de padres con discapacidad; 

• formule un Plan de Acción para la Educación Inclusiva a nivel nacional que incluya un marco 
legislativo y político que cumpla absolutamente con el Artículo 24 y el Comentario General 4;

• desarrolle una estrategia de empleo nacional para personas con discapacidad que contenga 
medidas concretas en materia de género para incrementar la participación de la fuerza laboral de 
las personas con discapacidad y para que las personas hagan una transición desde los empleos 
segregados hacia los empleos más comunes, y tengan una remuneración equitativa por el trabajo;

• termine con las restricciones permanentes de elegibilidad para obtener la pensión por discapacidad 
(DSP) e incremente la tasa de asignación para complementar el salario (Newstart) para garantizar 
el acceso a un nivel de vida adecuado;

• establezca un mecanismo formal para la participación productiva de las personas con discapacidad 
en la toma de decisiones y en la aplicación y supervisión de la CRPD en consonancia con el 
Comentario General 7. 
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Respuesta a la Lista de Temas 
previa a la información (LOIPR)
Objetivo y obligaciones generales (artículos 
1-4)
1. Aún no existe un marco legal integral para la protección de los derechos humanos en Australia. 

La CRPD aún no se ha incorporado completamente a la ley nacional. Si bien la Ley contra la 
Discriminación por Discapacidad de 1992 (DDA)2 y la legislación contra la discriminación basada 
en el Estado/Territorio incorporan algunos de los derechos en virtud de la CRPD,3 el alcance de los 
derechos protegidos y de los motivos de discriminación es mucho más limitado en Australia que el 
estipulado por la ley internacional sobre derechos humanos.4 

Las Declaraciones Interpretativas de Australia sobre los Artículos 12, 17 y 18 de la CRPD 
restringen la implementación eficaz de la CRPD, evitan la reforma y permiten las violaciones a los 
derechos humanos que incluyen la denegación de la capacidad jurídica, los tratamientos forzosos 
y la discriminación contra las personas no australianas con discapacidad que buscan ingresar o 
permanecer en Australia.5 

2. No hay mecanismos permanentes o eficaces para garantizar la participación activa de las personas 
con discapacidad, que incluyen niños con discapacidad, en la aplicación y supervisión de la CRPD.6 
Los gobiernos no comprenden bien la importante función de las DPO, en consonancia con el 
Comentario General 7. Los recursos para las DPO y para las organizaciones que representan a las 
personas con discapacidad (DRO) son competitivos, restringen la participación en las actividades 
de los derechos humanos internacionales y han sido reducidos desde el último período que abarca 
el informe.7 

El Programa Nacional para la Defensa de la Discapacidad (NDAP)8 fue revisado en 2016, pero aún 
no se han implementado las reformas. Muchos gobiernos estatales y territoriales están reduciendo 
o dejando de financiar la defensa independiente de la discapacidad debido a la idea equivocada 
de que el Programa Nacional de Seguro por Discapacidad (NDIS)9 resolverá los temas de las 
personas con discapacidad. La financiación que queda es insuficiente para responder a los altos 
niveles de necesidad para la defensa de la discapacidad en todo el país.10 Las personas con 
discapacidad y las encuestas independientes11 han recomendado que las jurisdicciones que hayan 
reducido o dejado de financiarla, restablezcan la financiación para la defensa.12

3.  La Estrategia Nacional para la Discapacidad 2010-2020 (NDS)13 establece el marco político 
nacional para orientar a los gobiernos australianos para que cumplan con las obligaciones en 
virtud de la CRPD.14 En la actualidad, la NDS está en revisión para preparase para su décimo año 
de vigencia, con miras a otro plan de diez años. Sin embargo, el Plan de Implementación15 final 
en virtud de la NDS aún no se ha publicado y solo hubo dos informes de seguimiento a pesar del 
compromiso con los informes de seguimiento bienales. Estos informes solo describen las acciones 
en lugar de evaluar los resultados para las personas con discapacidad. La NDS carece de acciones 
y resultados mensurables para abordar las violaciones sistémicas a los derechos humanos, carece 
de recursos para la aplicación, supervisión y evaluación en todas las áreas de resultados de la 
política, y carece de responsabilidad y de mecanismos de aplicación.16 Los datos desglosados y la 
recopilación de información sobre la situación de las mujeres y los niños con discapacidad no están 
incorporados en la NDS.17

La competencia con respecto a la política sobre discapacidad es de la NDS, que es independiente 
del Departamento de Servicios Sociales (DSS). Las DPO han urgido a los gobiernos australianos 
a establecer un mecanismo ejecutivo dentro del Departamento del Primer Ministro y del 
Gabinete para garantizar el alto nivel y la coordinación entre el gobierno y la NDS.18 La presente 
recomendación fue secundada por una Encuesta del Senado19; sin embargo, el Gobierno la 
rechazó.20
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4(a)  El objetivo del NDIS es ayudar a un 10 % o a 460 000 personas con discapacidad en Australia. Los 
criterios de evaluación21 para acceder al NDIS están estipulado en la Ley del NDIS de 2013 (Cth).22 
A fines de 2018, 244 653 participantes del NDIS tenían un plan aprobado, cifra que está muy por 
debajo de los 315 721 participantes que se esperaba que tuvieran sus planes aprobados23 para ese 
momento.24 
Hay una excesiva confianza en los diagnósticos médicos más que en las evaluaciones funcionales. El 
proceso de planificación para los participantes del NDIS es complejo y confuso y, a menudo, carece de 
claridad y transparencia.25 A menudo, los participantes del Programa conocen sus derechos y opciones.26 
Las pruebas de las personas con discapacidad27 demuestran que los planificadores han elaborado 
planes que no representan las necesidades de los participantes; ellos toman decisiones negativas 
para las cuales no están calificados; hay prologadas demoras para recibir los planes, para realizar 
las revisiones de los planes y para cualquier otra información del Organismo de Seguro Nacional por 
Discapacidad (NDIA); además, las revisiones de los planes provocaron reducciones innecesarias en la 
financiación del participante.28 

No todos los participantes elegibles se benefician del NDIS.29 Las personas con discapacidad 
psicosocial, las personas indígenas con discapacidad, las personas de diversos orígenes culturales 
y lingüísticos (CALD) con discapacidad, las mujeres y los niños con discapacidad, las personas 
LGBTIQA+ con discapacidad, las personas con discapacidad intelectual y aquellas personas de áreas 
remotas no solo tienen dificultades para acceder al Programa, sino que también corren mayor riesgo de 
tener resultados desfavorables.30 Hay una cultura en el NDIA que no le da prioridad al participante del 
Programa.31 Hay cada vez más pruebas de que a los participantes del NDIS se les niegan los servicios y 
la atención debido a las disputas entre el NDIA y otros servicios gubernamentales.32 

Hay una clara desigualdad de género en el NDIS. En todas las jurisdicciones, el porcentaje de 
participantes femeninas sigue estando por debajo del 37 %.33 Las DPO le reclaman al NDIS la 
elaboración de una Estrategia relativa al Género. 

Las personas con discapacidad siguen preocupadas con respecto a la infrautilización del NDIS, y se 
espera que los pagos disminuyan en $1600 millones en 2019-20, hecho atribuido por el Gobierno de 
que la transición de las personas del programa es más lenta que la esperada.34 Las personas con 
discapacidad argumentan que la aceptación es más lenta que la prevista debido a los problemas que 
tienen las personas para acceder al programa y a los prolongados períodos de espera para que los 
participantes reciban apoyo; además argumentan que los fondos no gastados deberían utilizarse para 
subsanar los problemas de implementación del programa.35 

En la actualidad no hay una estrategia nacional clara para el crecimiento de la fuerza laboral a pesar de 
la necesidad de otros 70 000 trabajadores con discapacidad para 2020.36

4(b)  Las personas con discapacidad mayores de 65 años no son elegibles para el NDIS y dependen 
del sistema de asistencia para adultos mayores que no brinda igualdad de apoyo y que carece de 
experiencia con respecto al apoyo especializado relacionado con la discapacidad.37 
Los gobiernos están retirando su financiación para una serie de programas de apoyo para la salud 
mental y están utilizando esta financiación para compensar parte de su contribución al NDIS. En esta 
etapa, no queda claro qué ayuda estará disponible para las personas con discapacidad psicosocial que 
no cumplan con los criterios de elegibilidad del NDIS.38 

Dado que los programas de apoyo para la discapacidad están incluidos en el NDIS, es probable que las 
personas que utilizan estos servicios39 y que no sean elegibles para el NDIS no reciban más apoyo. Si 
bien los Gobiernos de la Commonwealth y de los Estados/Territorios han acordado brindar continuidad 
de apoyo a través de los servicios para discapacidad que están por fuera del NDIS, en la práctica 
hay confusión e incertidumbre sobre qué servicios se seguirán ofreciendo o financiando.40 Algunos 
apoyos para discapacidad no se brindan debido a que no quedan claros los límites con respecto a las 
responsabilidades de los diferentes niveles del gobierno.41

En 2017, el NDIA comenzó a implementar el programa de Información, Vínculos y Desarrollo de 
Capacidades (ILC) del NDIS.42 Simultáneamente, los Gobiernos de los Estados y de los Territorios se 
están retirando de las actividades existentes de tipo ILC. El ILC es un proyecto enfocado a corto plazo 
y no tiene la inversión necesaria ni para crear comunidades comunes inclusivas y accesibles ni para 
desarrollar capacidades en las personas con discapacidad.43 

4(c)  Hay oportunidades limitadas para que las personas con discapacidad y sus organizaciones de 
representantes controlen y evalúen el NDIS. Los Informes de Desempeño Trimestrales del NDIS44 
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no brindan información importante desde la perspectiva de las personas con discapacidad y de sus 
organizaciones representativas. Las personas con discapacidad reconocieron la necesidad de mejorar el 
informe público de los procesos de revisión del NDIS.45 El Comité Permanente Conjunto sobre el NDIS 
recomendó que se debe agregar un principio a la Ley del NDIS para garantizar que el NDIA colabore con 
las personas con discapacidad en el desarrollo y la revisión de sus planes y directrices operacionales.46 

Recomendaciones
Que Australia:

• Retire las Declaraciones Interpretativas relativas a los Artículos 12, 17 y 18 de la CRPD.

• En colaboración con las personas con discapacidad, a través de sus organizaciones 
representativas, establezca un mecanismo de aplicación y supervisión permanente para garantizar 
la participación productiva en la elaboración e implementación de la legislación y de las políticas 
para la aplicación de la CRPD.

• Conforme al Comentario General 7 de la CRPD, garantice que las organizaciones representativas 
de las personas con discapacidad tengan recursos adecuados para participar de manera eficaz en 
las actividades de aplicación y supervisión. 

• Garantice que todas las personas con discapacidad tengan acceso a una defensa independiente, 
con recursos adecuados para hacer valer y ejercer sus derechos humanos y sus libertades 
fundamentales en virtud de la CRPD.

• Garantice que la nueva NDS tenga recursos adecuados, sea elaborada en un marco interseccional 
y contenga resultados mensurables, un marco de responsabilidad, y medidas para garantizar el 
desglose de datos en todas las áreas de la política. 

• Establezca un alto nivel de independencia de la Oficina para la Inclusión de Personas con 
Discapacidad para impulsar a la NDS en todo el gobierno y para garantizar el cumplimiento de la 
CRPD.

• Aborde la desigualdad en el NDIS para los grupos marginados y elabore una Estrategia relativa al 
Género del NDIS.

• Modifique la Ley del NDIS para incluir un principio de colaboración con las personas con 
discapacidad y con sus organizaciones representativas. 
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Igualdad y no discriminación (artículo 5)
5. Más de un 75 % de las personas con discapacidad informan que sufren de discriminación debido a 

su impedimento.47 

Dado que no existe una Carta de Derechos o una Ley de Derechos Humanos a nivel federal,48 aún 
existen vacíos legales importantes con respecto a la protección de los derechos humanos para las 
personas con discapacidad.49

La legislación contra la discriminación existente de la Commonwealth y de la mayoría de los 
Estados/Territorios no protege ni contra la discriminación interseccional y sistémica, ni contra 
los delitos de difamación por razones de discapacidad. No existen medidas legislativas eficaces 
para abordar la lucha contra la discriminación interseccional. Las DPO y otros grupos no pueden 
presentar quejas de representantes en virtud de la DDA. 

La denegación de una adaptación razonable es una forma de discriminación en virtud de la DDA. 
Sin embargo, en un caso reciente que tuvo lugar en los tribunales50 se constató que una persona 
con discapacidad debía demostrar, a fin de que constituya discriminación, que la denegación del 
alojamiento razonable se debía al impedimento de la persona. Esto redunda en la ineficacia de la 
DDA para abordar la denegación de un alojamiento razonable.51 

Recomendaciones
Que Australia:

• Establezca una Ley de Derechos Humanos legalmente exigible, que incorpore las obligaciones 
australianas en virtud de la CRPD y de otros tratados sobre derechos humanos.

• Fortalezca las leyes contra la discriminación para abordar la lucha contra la discriminación 
interseccional; para que se puedan escuchar las quejas por parte de las DPO y de las 
organizaciones de defensa; y para que se permita la denuncia de delitos motivados por prejuicios y 
difamación por razones de discapacidad.

• Modifique la DDA para garantizar que las personas con discapacidad puedan presentar quejas de 
manera eficaz sobre la denegación de un alojamiento razonable. 
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Mujeres con discapacidad (artículo 6)
6. A pesar de las recomendaciones del Comité de la CRPD,52 de otros organismos del tratado y de 

mecanismos53 de las Naciones Unidas, aún queda pendiente una legislación nacional sobre la 
prevención de todas las formas de violencia basada en el género.54 

El Plan Nacional para Reducir la Violencia contra las Mujeres y sus Hijos(as) 2010-202255 es el 
principal marco político de Australia diseñado para prevenir la violencia contra las mujeres. El Plan 
Nacional solo aborda el abuso sexual y la violencia familiar/doméstica en el contexto de violencia 
en parejas íntimas.56 Oculta y torna invisibles las formas estructurales e institucionales de la 
violencia basada en el género con relación a la ley, el estado y la cultura de que las mujeres con 
discapacidad no solo la sufren, y3 sino que también corren más riesgo.57 Excluye las violaciones 
a los derechos reproductivos y muchos de los entornos y espacios en los que las mujeres con 
discapacidad sufren la violencia.58 

Las campañas nacionales de concienciación para abordar la violencia contra las mujeres no 
incluyen a las mujeres con discapacidad.59 Existen graves restricciones metodológicas en los 
principales instrumentos de la encuesta utilizados para recopilar datos sobre violencia contra las 
mujeres que dan como resultado60 bajos niveles significativos de representación de mujeres con 
discapacidad en los estudios basados en poblaciones con respecto a la frecuencia de la violencia 
doméstica y familiar, y al abuso sexual.61

La respuesta principal del servicio nacional de Australia para abordar y prevenir la violencia contra 
las mujeres es a través de su servicio 1800RESPECT,62 que se estableció en 2010 en virtud 
del Plan Nacional para brindar asesoramiento terapéutico confidencial, telefónico y en línea, e 
información y servicio de derivación. Hay limitaciones importantes en el 1800RESPECT para las 
mujeres con discapacidad, dado que el servicio se concentra en la violencia ‘doméstica’ y ‘familiar’, 
y en el abuso sexual en el contexto de una pareja íntima o en la violencia conyugal que se produce 
en entornos familiares entre cónyuges o parejas actuales o anteriores.63 

Recientemente, se tomaron algunas medidas y hubo iniciativas64 bien recibidas para mejorar el 
apoyo y los servicios para las mujeres con discapacidad en virtud del Plan Nacional, pero estas 
han sido iniciativas aisladas y mayormente enfocadas en el proyecto, y no eran sistemáticas 
e integrales a nivel nacional. Además, la financiación para estas iniciativas le ha sido dada a 
grandes empresas con fines de lucro y a otros organismos gubernamentales,65 y no se les ha dado 
financiación directa a las DPO. 

Hay una falta de experiencia y una gama de barreras estructurales con respecto a la violencia 
doméstica, al abuso sexual y a los servicios para casos de crisis de mujeres que impiden las 
respuestas adecuadas para ayudar a las mujeres con discapacidad.66 

Hay oportunidades limitadas para que las mujeres con discapacidad participen en la elaboración de 
políticas con respecto a los derechos de las mujeres y a la igualdad de género.67 Las mujeres con 
discapacidad son marginadas de las iniciativas para controlar la implementación de la CEDAW y no 
hay respaldo gubernamental que les permita a las mujeres con discapacidad asistir o participar en 
la Comisión de la Condición de la Mujer (CSW).68 

Recomendaciones
Que Australia:

• Elabore y promulgue legislación nacional sobre la prevención de todas las formas de violencia 
basadas en el género.

• Garantice que el Plan Nacional para Reducir la Violencia contra las Mujeres y sus Hijos(as) incluya 
todas las formas de violencia basadas en el género, independientemente del entorno y de los 
perpetradores de dicha violencia. 

• Aborde las restricciones metodológicas en los instrumentos para recopilación de datos utilizados 
para recabar datos sobre violencia contra las mujeres.

3  A los fines de este informe, el término ‘mujeres con discapacidad’ incluye niñas con discapacidad. 
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• Asegure que los servicios para la violencia basada en el género incluyan a mujeres y niñas con 
discapacidad.

• Financie y apoye a las DPO para formular e implementar iniciativas para abordar la violencia contra 
las mujeres con discapacidad.

• Apoye adecuadamente a las organizaciones y redes de mujeres con discapacidad para que 
participen en todas las iniciativas para fomentar la igualdad de género. 
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Niños(as) con discapacidad (artículo 7)
7(a)(b)  No se dispone de políticas o programas que aborden el avance y la promoción de los derechos de 

los(las) niños(as) con discapacidad, incluso con respecto a la expresión de sus opiniones sobre 
todos los problemas que les conciernen. Cuando la discapacidad recibe una atención superficial, a 
menudo se la encuadra desde la perspectiva del riesgo y se pone énfasis en reducir la incidencia 
de la discapacidad. No existe una definición o un marco conceptual consensuado a nivel nacional 
con respecto al principio de los ‘mejores intereses del niño’, hecho que da como resultado una 
aplicación heterogénea en todas las jurisdicciones de Australia. 
El Marco Nacional para la Protección de los Niños de Australia 2009-202069 es el marco político 
nacional para garantizar la seguridad y el bienestar de los(las) niños(as) en Australia. Sin embargo, 
a los niños con discapacidad se les presta una atención mínima según dicho Marco, ellos están 
segregados de las cuestiones más amplias concernientes al bienestar del niño, y de las acciones a 
tomar con respecto a la discapacidad no están focalizadas en el niño.70 El Marco vence en 2020 y 
no hay indicios de un nuevo Marco nacional. 

En 2013, se designó un Comisionado Nacional para la Infancia y, hasta la fecha, aún no se ha 
completado un trabajo sustantivo que describa, investigue, promueva y proteja los derechos de los 
niños con discapacidad. 

7(c)  Australia carece de un mecanismo integral para recopilar datos de niños y jóvenes con 
discapacidad. Los datos recopilados sobre el cuidado fuera de su hogar no están desglosados por 
discapacidad. El informe de la protección nacional del niño no incluye la condición de discapacidad.

7(d)(e)  En 2019, los Principios Nacionales para las Organizaciones de Niños Seguros71 fueron avalados 
por el Consejo de Gobiernos de Australia. Los Principios están destinados a brindar un enfoque 
uniforme a nivel nacional para desarrollar culturas organizativas que fomenten la seguridad y el 
bienestar del niño. No obstante, estas no son obligatorias. 
Más de un tercio de los niños que están en lugares de cuidado fuera de su hogar son indígenas. En 
comparación con los niños no indígenas, los niños indígenas tienen diez veces más probabilidades 
de estar al cuidado fuera de su hogar y nueve veces más de probabilidades de tener órdenes de 
protección y cuidado.72 Aún queda apoyo adecuado culturalmente inadecuado disponible para los 
niños indígenas con discapacidad y sus familias.73

Recomendaciones
Que Australia:

• Incorpore los derechos de la CRPD, incluido el principio del mejor interés del niño, en la legislación, 
las políticas y los programas que se aplican a los niños y jóvenes. 

• Elabore estrategias y mecanismos integrales para garantizar que los niños y jóvenes con 
discapacidad puedan participar en consultas, procesos de toma de decisiones y desarrollo de 
políticas que afecten su vida.

• Aborde la representación desproporcionada de niños indígenas que estén en lugares de cuidado 
fuera de su hogar y que tengan órdenes de protección y cuidado.

• Financie adecuadamente para dar respuestas y ayuda local y comunitaria, culturalmente 
apropiadas, para los niños indígenas con discapacidad.
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Generar conciencia (artículo 8)
8(a)(b)   No se dispone de una estrategia nacional cuya meta sea generar conciencia sobre los derechos 

de las personas con discapacidad. Si bien el Gobierno de Australia fomenta la concienciación de la 
discapacidad en el Día Internacional de las Personas con Discapacidad, las actividades no siempre 
reflejan un enfoque basado en los derechos humanos en cuanto a la discapacidad; en 2018, se 
dejaron de otorgar, sin mediar consulta, los Premios Nacionales para la Discapacidad.74,75 

Desde el período del último informe, se dejaron de financiar varias iniciativas76 para generar 
conciencia a nivel nacional. 

El Plan de la Segunda Implementación de la NDS (2015–2018)77 priorizaba las ‘actividades de 
comunicación’ como un área para ‘aumentar el esfuerzo nacional’.78 Hasta la fecha, no existen 
actividades realizadas relacionadas con esta prioridad, y una evaluación de la NDS de 2018 
detectó que se podría mejorar la concienciación pública esclareciendo las responsabilidades de los 
entes para fomentar la conciencia y el compromiso para respaldar las campañas de concienciación 
públicas.79 

8(c)  No existe ni un mecanismo formal ni recursos adecuados para la participación de las personas 
con discapacidad -a través de sus organizaciones representativas- en el diseño, la aplicación, la 
supervisión y la evaluación de las campañas que generen concienciación y estrategias. 

Recomendaciones

Que Australia:

• Elabore una estrategia gubernamental en toda la nación para promover las imágenes positivas y 
los derechos humanos de las personas con discapacidad en consonancia con la CRPD.
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Accesibilidad (artículo 9)
9. Hubo tres revisiones de las Normas sobre Discapacidad para Tener Acceso al Transporte Público 

(2002)80 y cada revisión recomendaba el establecimiento de un marco nacional para el informe 
sobre cumplimiento. El Gobierno de Australia no ha actuado con respecto a esta recomendación.81 
El transporte accesible sigue siendo un problema clave para las personas con discapacidad.82 

Se carece de una estructura de gobernanza coherente para avanzar en la reforma de las Normas 
sobre Discapacidad (acceso a predios: edificios) de 2010. No se dispone de un marco coherente 
a nivel estado y territorio para recopilar datos relacionados con el desempeño de las Normas en 
los Predios; además no existe ni comprensión ni concienciación adecuada de las Normas.83 Un 
porcentaje importante del entorno construido existente sigue siendo inaccesible.84 

La DDA no abarca las Normas Nacionales para los Servicios de Discapacidad (2013).85 La 
supervisión y el cumplimiento están terciarizados a un organismo de certificación independiente.86 
No hay información pública sobre el cumplimiento del servicio con las Normas. 

10. La DDA y la NDS siguen siendo el principal marco legislativo y político diseñado para incrementar 
la igualdad de accesos para las personas con discapacidad. No obstante, aún queda pendiente la 
accesibilidad al transporte, al entorno construido, a las viviendas, a la información y a los modos de 
comunicación.87 Se registró un impacto mínimo en lo referente al aumento de la igualdad de acceso 
para las personas con discapacidad.88 

11. No hay requisitos de acceso nacional obligatorios para la vivienda. Las Directrices de Diseño de 
Viviendas Habitables89 plantean objetivos que aspiran a lograr que todas las casas nuevas tengan 
un diseño estándar de vivienda habitable acordado para 2020.90 Se estima que solo un 5 % de la 
construcción de viviendas nuevas cumplirá con las normas para 2020.91 Es necesario que se logre 
un cambio en la intervención reguladora a través del Código Nacional de Construcción.92,93

Recomendaciones
Que Australia:

• Establezca y promulgue un marco nacional para informar sobre el cumplimiento obligatorio 
relativo a las Normas sobre discapacidad para tener acceso al transporte público; las Normas 
sobre discapacidad (acceso a predios: edificios); y las Normas nacionales sobre los servicios de 
discapacidad. 

• Modifique el Código Nacional de Construcción para exigir las condiciones de acceso mínimo a 
todas las viviendas nuevas y a las sustancialmente modificadas. 

• Incorpore medidas para abordar el cumplimiento de la totalidad de las obligaciones de accesibilidad 
en virtud del Artículo 9 de la CRPD.
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Derecho a la vida (artículo 10)
Las personas con discapacidad tienen una esperanza de vida de hasta 20 años menos que 
aquellas sin discapacidad.94 

La menor esperanza de vida tiene un mayor impacto sobre las personas indígenas con 
discapacidad. La tasa de discapacidad de las personas indígenas, incluidos los niños,95 es del 
doble que la de la población en general.96 La brecha entre la esperanza de vida de los australianos 
indígenas y la de los no indígenas es de aproximadamente 10,6 años para los hombres y 9,5 años 
para las mujeres.97 Los niños indígenas tienen el doble de probabilidad que los niños no indígenas 
de morir antes de la edad de cinco años.98

En 2017, el suicidio estaba entre las causas más importantes de muerte entre los niños indígenas 
de entre 5 y 17 años.99 Los niños indígenas que tienen entre 10 y 14 años mueren por suicidio a 
una tasa de un 8,4 mayor que la de los niños no indígenas.100 

El suicidio sigue siendo la causa principal de muerte entre las personas que tienen entre 15 y 44 
años,101 lo que equivale a más de ocho muertes por suicidio por día.102 La tasa de suicidio entre las 
personas indígenas es más del doble que la tasa nacional.103 Una cantidad alarmante de personas 
con discapacidad expresan ideas de suicidio, en su mayoría debidas a la falta de apoyo, a la 
pobreza y al aislamiento.104 

En comparación con la población en general, las personas con discapacidad intelectual tienen una 
esperanza de vida promedio de hasta 26 años menos105 y tienen el doble de probabilidad de morir 
por causas potencialmente evitables.106 

La tasa de muertes prematuras y evitables de las personas con discapacidad en entornos de 
asistencia es alarmantemente elevada. Más de la mitad de todas las muertes en entornos de 
asistencia son consideradas como inesperadas y potencialmente evitables.107 

Recomendaciones
Que Australia:

• En consulta con las personas indígenas, elabore medidas para abordar la alta tasa de suicidio, con 
medidas específicas para los niños indígenas. 

• Garantice que el Plan Nacional de Salud Mental y Prevención del Suicidio incluya medidas 
específicas para las personas con discapacidad.

• Garantice que la formación de los profesionales sanitarios incluya la educación sobre los derechos 
humanos de las personas con discapacidad, en cuanto al derecho a la vida y al acceso a la 
atención y tratamiento adecuados para cubrir sus necesidades vitales.
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Situaciones de riesgo y emergencias 
humanitarias (artículo 11)
12. No existen normas de gestión uniformes ante casos de emergencia a nivel nacional que garanticen 

el acceso a la ayuda adecuada para la discapacidad y para las personas con discapacidad 
específica para situaciones de emergencia.108 

El Departamento de Asuntos Interiores está liderando la denuncia de Australia contra el Marco de 
Sendai109 y llevando a cabo la implementación110 a nivel nacional; sin embargo, no se dispone de un 
mecanismo para la participación de las personas con discapacidad. 

Los efectos del cambio climático están exacerbando las desigualdades económicas y sociales, que 
ya contribuyen a profundas desigualdades para las personas con discapacidad, específicamente, 
para las personas indígenas con discapacidad en áreas remotas.111

Recomendaciones
Que Australia:

• Establezca un mecanismo para que las personas con discapacidad participen en la aplicación y 
supervisión del Marco de Sendai.
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Igual reconocimiento como persona ante la 
ley (artículo 12)
13(a)  El Informe ‘Igualdad, Capacidad y Discapacidad en las Leyes de la Commonwealth’112 fue 

propuesto en el Parlamento en 2014. Una recomendación clave fue la reforma de los marcos 
legales y de las leyes estaduales y territoriales de la Commonwealth113 concernientes a la toma 
de decisiones de las personas basada en las Directrices y Principios Nacionales para la Toma de 
Decisiones para implementar mecanismos avalados de toma de decisiones basados en la voluntad 
y las preferencias de las personas con discapacidad. Cinco años más tarde, aún no hay respuesta 
del gobierno con respecto a este Informe. 

13(b)  No hay una formación integral en todos los niveles nacionales estatales y territoriales para 
todos los participantes sobre el reconocimiento a la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad. Una serie de leyes, políticas y prácticas de Australia, que incluyen leyes en 
materia de tutela, administración del patrimonio y salud mental niegan el reconocimiento de las 
personas con discapacidad como personas iguales ante la ley, y niegan la posibilidad de dichas 
personas a ejercer el derecho a su capacidad jurídica. Australia sigue confiando en su Declaración 
Interpretativa para insistir en el hecho de que este marco legislativo y político cumple con el artículo 
12, a pesar del hecho de que viola, es incongruente o no cumple con las obligaciones de la CRPD 
según se describe en el Comentario General Núm. 1. 

Recomendaciones
Que Australia:

• Modifique, derogue o anule aquellas leyes o políticas, y neutralice toda práctica o costumbre 
que tenga por objeto o efecto negar o disminuir el reconocimiento de cualquier persona con 
discapacidad como persona ante la ley.

• Implemente las recomendaciones del Informe de 2014 ‘Igualdad, Capacidad y Discapacidad en las 
Leyes de la Commonwealth’.
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Acceso a la justicia (artículo 13)
14.  No existen datos desglosados uniformes a nivel nacional sobre la cantidad de personas con 

discapacidad en el sistema de justicia penal, a pesar de que los datos disponibles indican una 
importante representación desproporcionada, específicamente para las personas con discapacidad 
cognitiva y psicosocial.114 

  Los jóvenes indígenas, específicamente aquellos con discapacidad, están representados 
desproporcionadamente en el sistema judicial juvenil, que incluye la supervisión basada en la 
detención (24 veces mayor que la tasa de los jóvenes no indígenas) y la supervisión basada en la 
comunidad (17 veces mayor que la tasa para los jóvenes no indígenas).115

  Las personas indígenas con discapacidad tienen 14 veces más de probabilidad de ser encarcelados 
que el resto de la población.116 El 50 % de la población total encarcelada da cuenta de un historial 
de discapacidad psicosocial,117 casi un tercio da cuenta de una discapacidad,118 y el 25 %–30 % de 
los prisioneros tienen una discapacidad intelectual.119 Las mujeres indígenas son la población con 
mayor índice de crecimiento en las cárceles de Australia. Un porcentaje importante tiene deficiencia 
cognitiva, así como también una discapacidad psicosocial no diagnosticada.120 A las personas 
con discapacidad se las envía a las cárceles porque los tribunales tienen pocas opciones o vías 
alternativas para contemplarlos.121 

15(a)(b)  Las personas con discapacidad que participan del sistema de justicia enfrentan barreras 
significativas y muchas de ellas encuentran que el acceso a la justicia es difícil, hostil e ineficaz. 
Como consecuencia, a menudo se las deja sin reparación jurídica. Las personas con discapacidad 
informan que el sistema legal y judicial no está formado adecuadamente para darles apoyo, y 
sienten que se les niegan las mismas oportunidades de participar en el sistema judicial que a las 
personas sin discapacidad.122 

  Las actitudes discriminatorias, una falta de servicios y programas de apoyo, y medidas mínimas de 
adecuaciones legales o procesales, a menudo implican que las personas con discapacidad sean 
consideradas como no creíbles, como incapaces de ofrecer pruebas, de tomar decisiones legales o 
de participar en los procesos legales. 

15(c)  No existen medidas congruentes a nivel nacional que unifiquen la reglamentación de la composición 
del jurado con la CRPD. Las leyes de Australia no son uniformes y las personas sordas, en 
particular, aún no pueden servir como jurado en virtud de las leyes estatales y territoriales.123 

15(d)   La incapacidad para acceder a una justicia eficaz da como resultado que muchas personas 
con discapacidad sean excluidas sin protección y con riesgo de violencia permanente o, que 
posiblemente sean encarceladas y estén destinadas a tener reiterados contactos con el sistema de 
justicia penal.124

15(e)   El informe de la Encuesta Nacional sobre la Tasa de Encarcelamiento de las Personas Indígenas125 
de 2017 recomendaba que los gobiernos estatales y territoriales y de la Commonwealth deberían 
brindar apoyo para establecer un organismo de reinversión de la justicia independiente; crear 
tribunales especializados en dictar sentencia a personas indígenas y encargar una encuesta 
nacional en materia de leyes de protección infantil y de procesos que afectan a los niños indígenas. 
El Gobierno de Australia aún no ha dado respuesta a este informe.

Recomendaciones

Que Australia:
• En consulta con las personas con discapacidad a través de sus organizaciones de representes, 

coordine la elaboración de las Estrategias de Justicia para la Discapacidad uniformes a nivel 
nacional en todos los gobiernos para garantizar que las personas con discapacidad reciban apoyo 
para acceder a las mismas protecciones legales y a las mismas reparaciones que el resto de la 
comunidad. 

• Implemente un conjunto complementario de programas y mecanismos y sentencias alternativas, 
específicamente por origen cultural y género, que se integre con paquetes flexibles de apoyo a la 
discapacidad y programas de asistencia social, para impedir que los adultos con discapacidad entren 
en contacto o pasen por el sistema de justicia penal. 
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• Garantice que se incorporen módulos sobre el trabajo con personas con discapacidad en los 
programas de formación obligatorios de la policía, agentes penitenciarios, abogados, funcionarios 
judiciales y cualquier otro personal de los juzgados.

• Aborde la representación desproporcionada de los jóvenes indígenas en el sistema judicial juvenil. 

• Implemente las recomendaciones de la Encuesta Nacional sobre la Tasa de Encarcelamiento de 
las Personas Indígenas.
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Libertad y seguridad de la persona (artículo 14)
16.   Existen temas importantes con respecto a los marcos legislativos, políticos y prácticos, que dan 

como resultado la detención arbitraria y el tratamiento forzoso de las personas con discapacidad, 
especialmente aquellas que sufren de manera desproporcionada, tales como las personas 
indígenas con discapacidad, las personas con discapacidad intelectual y las personas con 
discapacidad psicosocial.126 

16(a)  Hay al menos 100 personas detenidas sin condena en las cárceles, en las unidades psiquiátricas 
y en los servicios de detención forenses de toda Australia en virtud de la legislación sobre 
deficiencia mental.127 Estas personas son predominantemente indígenas, tienen deficiencia 
cognitiva o psicosocial, barreras de comunicación culturales o pérdida de la audición.128 

  En el EPU de 2016,129 Australia asumió el compromiso voluntario130 de mejorar la manera en que 
el sistema de justicia penal trata a las personas con discapacidad cognitiva, que no se pueden 
defender o a las que no se pueden declarar culpable debido a su deficiencia mental. En 2016, 
los Gobiernos de Australia131 propusieron el Proyecto de Declaración Nacional de los Principios 
relativos a las Personas que no se pueden Defender o no se pueden Declarar Culpables debido 
a su Deficiencia de Salud Mental o Cognitiva. Sin embargo, tres años más tarde, estos Principios 
aún se deben consultar, avalar o implementar. 

16(b)(c)  Las Declaraciones Interpretativas de Australia relativas a los Artículos 12 y 17 de la CRPD 
permiten la continuidad de las leyes en materia tutelar y de salud mental que privan de libertad 
a las personas debido a su discapacidad, y se las somete a intervenciones médicas forzosas, 
tanto en instituciones como en la comunidad. Si bien hubo algunas revisiones y modificaciones 
a estas leyes, no se tomó una medida para poner fin a la internación involuntaria basada en la 
discapacidad o para poner fin a las intervenciones médicas forzosas. Como resultado, muchas 
personas con discapacidad intelectual, cognitiva y psicosocial sufren graves violaciones a sus 
derechos humanos.132 

17.   El Senado australiano propuso su Informe de Encuesta sobre la Detención Indefinida de las 
Personas con Deficiencias Cognitivas y Psiquiátricas en Australia en 2016.133 El Gobierno de 
Australia aún no ha dado respuesta a este Informe. 

Recomendaciones
Que Australia:

• Con carácter urgente, termine con el uso no autorizado de prisión para la gestión de personas con 
discapacidad no condenadas.

• Consulte con las personas con discapacidad acerca del Proyecto de Declaración Nacional de los 
Principios relativos a las Personas que no se pueden Defender o no se pueden Declarar Culpables 
debido a su Deficiencia de Salud Mental o Cognitiva y acerca de otras medidas para abordar la 
detención indefinida de personas con discapacidad no condenadas. 

• Implemente las recomendaciones del Informe de Encuesta sobre la Detención Indefinida de las 
Personas con Deficiencias Cognitivas y Psiquiátricas del Senado de Australia de 2016.

• Modifique, derogue o anule aquellas leyes o políticas, y neutralice toda práctica o costumbre que 
permita la privación de libertad a las personas con discapacidad debido a su discapacidad y se las 
someta a intervenciones médicas forzosas.

• Garantice que los marcos legislativo, administrativo y político que privan a las personas con 
discapacidad de su libertad y afectan su seguridad sean totalmente conforme a la CRPD.



27Disability Rights Now 2019 

Protección contra la tortura y otros tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes 
(artículo 15)
18(a)   Australia no retiró ni derogó la legislación, las políticas y las prácticas que permiten la modificación 

de la conducta o prácticas represivas contra las personas con discapacidad, incluso contra los niños. 
A una gran cantidad de personas con discapacidad, incluso a niños, se les administra medicamentos 
psicotrópicos, tienen restricción física y reclusión bajo la apariencia de políticas y prácticas de 
‘tratamiento conductual’, que incluyen escuelas, predios sanitarios para salud mental o discapacidad, 
hospitales y entornos de asistencia para adultos mayores.134 

No existe un marco protector regulador que proteja a los niños con discapacidad y que evite que 
sean sometidos a modificar su conducta y a prácticas represivas en las escuelas. 

A los niños con discapacidad se los retiene y reprime en centros de detención para adultos, y sufren 
violaciones graves a sus derechos humanos.135

El uso de tratamientos forzosos y prácticas represivas a las personas con discapacidad psicosocial 
ha aumentado abruptamente en los últimos años. Los datos disponibles sobre el ‘Tratamiento’ 
electroconvulsivo (TEC) realizado en pacientes de manera involuntaria indica que las mujeres tienen 
tres veces más probabilidad que los hombres de ser sometidas a esta práctica en todos los grupos 
de edades.136 

El Marco Nacional para Reducir y Eliminar el Uso de Prácticas Represivas (2014)137 y las 
Reglamentaciones del NDIS (Práctica Represiva y Apoyo Conductual) de 2018138 tienen importantes 
limitaciones y les permiten a los Estados y Territorios el uso de prácticas represivas. El Marco y las 
Reglamentaciones del NDIS se centran más en cuándo y cómo utilizar las prácticas represivas que 
en prohibir su uso.139

18(b)   En 2017, Australia ratificó el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes (OPCAT) y comenzó el establecimiento de un 
Mecanismo Nacional Preventivo (NPM) de Australia. El Defensor del Pueblo de la Commonwealth 
ha sido nombrado Coordinador del NPM responsable de la inspección de los lugares de detención 
de la Commonwealth.140 Su implementación está destinada a poner el foco en los lugares de 
detención ‘primarios’,141 que incluyen ciertos predios cerrados psiquiátricos y para discapacidad. Sin 
embargo, hay una falta de participación de las personas con discapacidad con respecto al desarrollo 
y la implementación de los NPM que incluyen la discapacidad.142 
Australia no ha implementado las Observaciones Concluyentes correspondientes a las personas con 
discapacidad que surgen de la revisión del Comité contra la Tortura de 2014 de los cuartos y quintos 
informes periódicos combinados de Australia.143 

Recomendaciones
Que Australia:

• Con carácter urgente, termine con la práctica de detención y represión de niños con discapacidad 
en los centros de detención para adultos.

• Establezca un marco nacional coherente para la protección de personas con discapacidad, desde 
la modificación de la conducta hasta la eliminación de prácticas represivas en una amplia gama de 
establecimientos.

• Establezca y financie un mecanismo de compromiso para la participación activa de las personas con 
discapacidad en el diseño, el desarrollo, la aplicación y la supervisión de los NPM que incluyen la 
discapacidad.

• Implemente las Observaciones Concluyentes correspondientes a las personas con discapacidad 
que surgen de la revisión del Comité contra la Tortura de 2014 de los cuartos y quintos informes 
periódicos combinados de Australia. 
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Protección contra la explotación, la violencia 
y el abuso (artículo 16)
19(a)  En abril de 2019 se anunció la Comisión Real respecto de la Violencia, Abuso, Explotación y 

Descuido de Personas con Discapacidad.144 Las personas con discapacidad agradecen la inclusión 
en los Términos de Referencia de todas las formas de violencia y abuso contra las personas 
con discapacidad, en todos los entornos. Sin embargo, las personas con discapacidad están 
preocupadas porque algunos comisionados nombrados han tenido puestos sénior dentro de 
los sistemas que serán investigados, hecho que derivará en conflictos de interés inmanejables. 
También hay un descontento en cuanto al hecho de que los Términos de Referencia no incluyen el 
establecimiento de un programa de reparación.145 
No hay un mecanismo nacional que registre la incidencia, la frecuencia, el grado, la naturaleza, 
las causas y el impacto de la violencia, el abuso, la explotación y el descuido de las personas con 
discapacidad.146 Tampoco hay un proceso nacional para informar acerca de los datos disponibles 
de las experiencias de las personas con discapacidad, para comprender los temas de calidad de 
datos o para detectar y completar la falta de datos.147 

Más de un tercio de las personas con discapacidad informan que sufren violencia o abuso, y 
casi un 50 % de las personas con discapacidad manifiestan sentirse inseguras en el lugar donde 
viven.148 

19(b)  No hay mecanismos accesibles, de supervisión, de quejas y de reparación a nivel nacional para las 
personas con discapacidad que sufren violencia, abuso, explotación y descuido. 
La Comisión de Salvaguarda y Calidad del NDIS149 fue establecida en julio de 2018, pero solo tiene 
autoridad para supervisar las salvaguardas para los participantes del NDIS, que equivalen a menos 
del 10 % de la población de Australia de personas con discapacidad. Para febrero de 2019, la 
Comisión había recibido denuncias sobre 1459 incidentes declarados,150 18 prestadores estuvieron 
bajo investigación y sujetos a medidas de cumplimiento y la Comisión había tramitado más de 600 
quejas.151 

19(c)  Los servicios de asesoramiento terapéutico especializados en situaciones traumáticas financiados 
por el Gobierno de Australia solo brindan asesoramiento telefónico, que es inaccesible para un 
porcentaje importante de personas con discapacidad, incluso para aquellos expuestos a la violencia 
o al abuso en entornos institucionales. 

Recomendaciones
Que Australia:

• En consonancia con los ‘Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de 
Violaciones Manifiestas a las Normas Internacionales de Derechos Humanos y de Violaciones 
Graves al Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener Reparaciones’  
[A/RES/60/147] garantice la implementación de un programa de reparación en la Comisión Real 
respecto de la Violencia, Abuso, Explotación y Descuido de las Personas con Discapacidad.

• Revise los conflictos de interés de los comisionados nombrados en la Comisión Real y expulse a 
aquellos comisionados que han trabajado en sistemas de servicios que serán investigados.

• Establezca un mecanismo accesible, de supervisión, de quejas y de reparación a nivel nacional 
para las personas con discapacidad que sufren violencia, abuso, explotación y descuido, en todos 
los entornos.
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Integridad de las personas (artículo 17)
20(a)  La esterilización forzosa de las personas con discapacidad, específicamente de mujeres y niñas 

con discapacidad, es una práctica constante que sigue siendo legal y que está sancionada por 
los Gobiernos de Australia.152 Desde 2005, los organismos del tratado de las Naciones Unidas, 
el Consejo de Derechos Humanos, los procedimientos especiales de las Naciones Unidas y los 
organismos médicos internacionales han recomendado que Australia promulgue una legislación 
nacional que prohíba la esterilización forzosa.153 Los organismos que supervisan el tratado han 
expresado su preocupación sobre el hecho de que el Gobierno de Australia sigue considerando 
la esterilización forzosa de las mujeres y niñas con discapacidad como un asunto que debe ser 
regulado por los gobiernos estaduales. Han aclarado que el poder del gobierno descentralizado 
mediante la delegación o el traspaso no niega la obligación de una parte estadual de promulgar una 
legislación nacional que sea aplicable en toda su jurisdicción.154 
La respuesta de Australia155 a estas recomendaciones mantiene el foco en la reglamentación y 
en las directrices no vinculantes más que en la prohibición.156 La Declaración Interpretativa del 
artículo 12 de la CRPD indica que es legal esterilizar de manera forzosa a los niños y adultos con 
discapacidad, siempre que ellos ‘carezcan de capacidad’ y que el procedimiento sea realizado para 
su ‘mejor interés’.

La anticoncepción forzosa157 de mujeres con discapacidad, a través del uso de drogas supresoras 
de la menstruación es una práctica actualmente generalizada en Australia y rara vez, si es que 
ocurre, está sujeta a la supervisión o revisión independiente.158 

El tratamiento antiandrogénico forzoso para controlar el deseo sexual y el funcionamiento 
[hormonal] de hombres y niños con discapacidad no está regulado y es una práctica común en la 
profesión médica. 

20(b)  Se llevan a cabo cirugías y otras intervenciones médicas en bebés y niños con variaciones 
intersexuales sin su consentimiento informado o prueba de la necesidad. Estos procedimientos 
invasivos y, a menudo, irreversibles159 se denominan en el Comentario General 3 “como tratamiento 
o castigo cruel, inhumano o degradante”.160 
Un informe del Comité del Senado de 2013161 contenía una serie de recomendaciones, que 
incluía posponer el tratamiento médico irreversible en niños intersexuales hasta que puedan dar 
su consentimiento personal, pero estas recomendaciones no se han implementado. Australia 
no ha implementado las recomendaciones de 2018 del Comité de la CEDAW que [indica] que 
Australia:

“Adopte disposiciones legislativas claras que prohíban explícitamente llevar a cabo cirugías 
innecesarias u otros procedimientos médicos en niños intersexuales antes de que alcancen la 
edad legal para dar su consentimiento; implemente las recomendaciones hechas por el Senado 
en 2013 sobre la base de su encuesta en cuanto a la esterilización involuntaria o coercitiva de 
las personas intersexuales; brinde asesoramiento adecuado y apoyo para las familias de niños 
intersexuales, y reparación para las personas intersexuales que han sido sometidas a dichos 
procedimientos”.162 

Recomendaciones
Que Australia:

• Desarrolle y promulgue una legislación nacional, uniforme, que se pueda implementar de manera 
legal y que prohíba la esterilización de niños y la esterilización de adultos sin su consentimiento 
previo libre y totalmente informado.

• Elimine la práctica de la administración no consensuada de medicamentos supresores de la 
menstruación y de tratamientos antiandrogénicos. 

• Desarrolle y promulgue una legislación nacional, uniforme, que se pueda implementar de manera 
legal y que prohíba las intervenciones médicas innecesarias, que incluye intervenciones quirúrgicas 
y hormonales en niños y adultos intersexuales sin su consentimiento previo libre y totalmente 
informado.
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Libertad de desplazamiento y nacionalidad 
(artículo 18)
21.  La Declaración Interpretativa relativa al Artículo 18 mantiene el enfoque administrativo y 

legislativo actual de Australia para procesar las solicitudes de visado. La DDA estipula una 
exención para ciertas disposiciones de la Ley sobre Migraciones de 1958, que implica que los 
acuerdos inmigratorios de Australia y el tratamiento de la discapacidad no pueden cumplir con las 
obligaciones de protección igualitaria en virtud del Artículo 5 de la CRPD. 
Casi todos los solicitantes de visado deben cumplir con los requisitos sanitarios a fin de que 
se les otorgue el visado, hecho que es indirectamente discriminatorio contra las personas 
con discapacidad.163 La ley y los procesos migratorios tratan a las personas con discapacidad 
exclusivamente como una carga económica.164 Se considera que los niños o los miembros de 
la familia con discapacidad son un riesgo para la salud, de modo que se impide que el niño o la 
familia migre o se quede en Australia.165

Los solicitantes de asilo o las personas con discapacidad que viven en Australia con visas no 
permanentes no son elegibles para acceder al NDIS, dado que no cumplen con los requisitos de 
residencia. Es necesario tener diez años de residencia para poder calificar para las Pensiones de 
apoyo por discapacidad y edad,166 lo que expone a los inmigrantes con discapacidad a un mayor 
riesgo de violación a una serie de derechos humanos.

Las prácticas, las políticas y las leyes de Australia para solicitantes de asilo han dado como 
resultado violaciones institucionalizadas, graves y habituales a la prohibición de la tortura y el 
maltrato; y, como consecuencia, se ha encontrado que generan dolor y sufrimiento físico y mental, 
y siguen provocando discapacidades y deficiencias permanentes.167

A más de un tercio de las personas que están en detención se les ha diagnosticado discapacidad 
psicosocial.168 Las mujeres solicitantes de asilo o refugiadas sufren violaciones y abuso sexual;169 
sin embargo, aún no se ha implementado un mecanismo de investigación independiente; 
además, cuando se denuncian incidentes, rara vez se llevan a cabo investigaciones o sanciones 
adecuadas.170 

Recomendaciones
Que Australia:

• Elimine la exención en la DDA, dado que se aplica a la Ley de Migraciones para garantizar que 
los acuerdos inmigratorios de Australia y el tratamiento de la discapacidad cumplan con las 
obligaciones igualitarias de protección en virtud del Artículo 5 de la CRPD.

• Aumente la uniformidad, transparencia y justicia administrativa para los inmigrantes y refugiados 
con discapacidad que solicitan un visado de Australia. 

• Elimine el período de calificación de 10 años para que los inmigrantes accedan a las Pensiones de 
apoyo por discapacidad y edad. 

• Ponga fin, con carácter urgente, a la detención obligatoria e indefinida de las personas solicitantes 
de asilo. 
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Derecho a vivir de forma independiente y a 
ser incluido en la comunidad (artículo 19)
22(a)  No existe un marco nacional para el cierre de las instituciones residenciales en Australia. Más de un 

5,2 % de las personas con discapacidad vive en un alojamiento con asistencia, tales como hogares 
grupales,171 y otro 2,8 % vive en establecimientos para alojamiento con apoyo.172 Estos datos no 
están desglosados. Las personas con discapacidad que viven bajo cuidado residencial mueren por 
lo menos 25 años antes que la población general.173

22(b)  Muchas personas con discapacidad, que incluyen los participantes del NDIS, se ven forzados 
a vivir en instituciones, residencias, cuidado institucional y centros asistenciales para adultos 
mayores174 a fin de recibir los apoyos de cuidado personal y social.175 Más de 1 de cada 20 jóvenes 
que vive en residencias de cuidado para adultos mayores que han solicitado la financiación del 
NDIS, han sido considerados no elegibles.176 Muchas personas con discapacidad no tienen acceso 
a los apoyos que necesitan y no pueden pagar el apoyo que necesitan.177 
El acceso a viviendas adecuadas, disponibles, accesibles y asequibles sigue siendo un tema 
importante para las personas con discapacidad, que se torna más evidente con la implantación 
del NDIS.178 Se estima que entre 35 000 y 55 000 participantes del NDIS no verá satisfechas sus 
necesidades de vivienda durante la primera década del programa.179 Hay más de 200 000 personas 
en lista de espera para viviendas públicas y sociales en todo el país.180 

Los resultados de la participación social para las personas con discapacidad han empeorado desde 
el último período sobre el cual se informó.181 Muchas de las personas con discapacidad manifiestan 
importantes sentimientos de aislamiento social.182 Casi un 16 % de las personas con discapacidad 
no puede salir de su casa con la frecuencia que desearían183 debido a las actitudes discriminatorias 
y a las presunciones negativas.184

Recomendaciones
Que Australia:

• Elabore un plan nacional para el cierre de entornos institucionales residenciales, y desarrolle 
opciones de apoyo y vivienda basadas en la comunidad para las personas con discapacidad.

• Incremente significativamente la oferta, asequibilidad y accesibilidad a la vivienda pública y social, 
para garantizar que las personas con discapacidad tengan un mayor nivel de independencia y 
libertad.

• Permita a las personas con discapacidad controlar los recursos que necesitan para vivir con 
dignidad en la comunidad, que garanticen que las personas con discapacidad puedan elegir dónde 
y con quién desean vivir.
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Movilidad personal (artículo 20)
La implementación del NDIS está haciendo mejoras para que algunos participantes del NDIS 
obtengan la ayuda y los equipos de movilidad y accesibilidad; sin embargo, se carece de 
uniformidad en este proceso. 

Si bien las personas indígenas con discapacidad [que viven] en áreas remotas y que acceden 
al NDIS pueden recurrir a ayudas y equipos, no hay un reconocimiento de los obstáculos 
estructurales más amplios que pueden impedir el uso de dichos equipos, tales como viviendas 
inaccesibles, falta de veredas, falta de servicios, y aislamiento. 

Más del 50 % de las personas con discapacidad manifiestan que tienen dificultad para moverse 
en toda Australia y a nivel internacional debido a su discapacidad.185 Existen límites con relación al 
período durante el cual una persona puede viajar al exterior y mantener la Pensión de apoyo por 
discapacidad (DSP). Solo un tercio de las personas con discapacidad pueden acceder tanto a los 
espacios públicos como a los espacios privados que deseen.186 

Recomendaciones
Que Australia:

• En colaboración con las personas indígenas con discapacidad, sus organizaciones representativas 
y comunidades, elabore soluciones pertinentes a nivel local para abordar los obstáculos 
estructurales subyacentes que puedan impedir el uso de ayuda y equipos en áreas remotas.

• Modifique las restricciones a los viajes internacionales para las personas con discapacidad que 
tienen una DSP. 
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Libertad de expresión y de opinión y acceso  
a la información (artículo 21)
23(a) Australia  no reconoce la lengua de señas australiana (Auslan) como lengua nacional. 
23(b)   No existen Normas de Comunicación e Información que exijan que la información sea totalmente 

accesible.187 No hay normas mínimas obligatorias para las organizaciones del sector público y 
gubernamental para garantizar el acceso y el uso de la web,188 y para que se brinde información y 
servicios accesibles al público. 

23(c)   Muchas personas con discapacidad no pueden gozar de la libertad de expresión y opinión debido 
a la carencia de apoyos de comunicación, y al acceso desigual a la información. Un 67 % de las 
personas con discapacidad manifiestan que la información gubernamental es inaccesible o difícil de 
comprender.189

Recomendaciones
Que Australia:

• Actúe para garantizar que se reconozca la Auslan como lengua nacional y que los derechos de las 
personas sordas sean legalmente reconocidos para utilizar la Auslan. 

• Elabore Normas de Información y Comunicación que exijan que la información sea totalmente 
accesible y que los apoyos para la comunicación estén habitualmente disponibles.

• Elabore una Ley sobre Escritura Sencilla que exija que las entidades gubernamentales utilicen una 
comunicación clara para que el público pueda comprenderla.
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Respeto del hogar y de la familia (artículo 23)
En Australia, un progenitor con discapacidad tiene diez veces más de probabilidades que otro 
progenitor sin discapacidad de que lo separen del cuidado de un hijo(a)190, a menudo basándose en 
la discapacidad del progenitor, más que en la prueba de descuido o abuso.191 En 2013, el Consejo 
Australiano de Entidades de los Derechos Humanos (ACHRA) recomendó que el Gobierno de 
Australia tome medidas urgentes sobre la discriminación contra los padres con discapacidad; sin 
embargo, esta recomendación no se ha implementado aún.192 

Más de un 15 % de las personas con discapacidad dan cuenta de su dificultad para acceder a los 
servicios para ayudarlos a ejercer su rol paterno/materno.193 

Las personas con discapacidad en Australia sufren violaciones graves a los derechos reproductivos 
y sexuales.194 Las mujeres con discapacidad y las personas con discapacidad de la comunidad 
LGBTIQA+ sufren una importante discriminación para acceder a tecnologías de reproducción 
asistida.195 

Recomendaciones
Que Australia:

• Encargue una encuesta nacional a nivel nacional sobre el entorno de apoyo social, político y legal 
que permite la separación de bebés y niños de padres con discapacidad.

• Actúe para garantizar que las mujeres con discapacidad y las personas con discapacidad de la 
comunidad LGBTIQA+ tengan acceso en condiciones de igualdad a tecnologías de reproducción 
asistida.

• Establezca medidas completas e intensivas para el apoyo familiar y a los progenitores con 
discapacidad, por género y cultura, que ayuden a mantener a los niños con sus padres y en sus 
propios hogares familiares.
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Educación (artículo 24)
24. No existen datos nacionales en cuanto a la suspensión, limitación o aislamiento de alumnos con 

discapacidad. Sin embargo, la base probatoria muestra índices alarmantes de acoso escolar 
(bullying) y de represión y aislamiento.196 Hay una cantidad cada vez mayor de incidentes que 
denuncian niños con discapacidad a quienes se los pone en ‘espacios de retiro’, que se suman de 
manera eficaz a la represión y al aislamiento en espacios cercados, jaulas o armarios.197 

25. No existe un marco legislativo o político para la educación inclusiva, que incluya Normas sobre 
Discapacidad para la Educación (2005) que cumpla cabalmente con el Artículo 24 y el Comentario 
General 4 de la CRPD.198

Las personas con discapacidad tienen niveles de logros educativos significativamente más bajos 
que aquellas sin discapacidad. Solo el 36 % de las personas con discapacidad entre 15 y 64 años 
terminan la educación secundaria en comparación con el 60 % de las personas sin discapacidad.199 
El 28 % de las personas en edad escolar con discapacidad no asiste a la escuela.200 

Los alumnos con discapacidad habitualmente sufren de discriminación,201 falta de apoyo, maestros 
inadecuadamente formados, carencia de experiencia y una arraigada cultura sistémica de bajas 
expectativas.202 Aproximadamente 3 de cada 4 alumnos con discapacidad tienen dificultades en 
la escuela y, esto se debe especialmente, a la [falta de] integración social, a las dificultades de 
comunicación y a las dificultades de aprendizaje.203 

La tasa de retención hasta el Año 12 para los alumnos indígenas es significativamente menor que 
para los alumnos no indígenas.204 

26. La segregación de los alumnos con discapacidad ha aumentado de manera significativa en la 
última década, y hubo un cambio en cuanto a que los alumnos con discapacidad asisten a escuelas 
especiales205 y no a las escuelas comunes. La cantidad de alumnos con discapacidad que asisten 
a escuelas especiales aumentó un 35 % entre 2003 y 2015. Este aumento está respaldado por un 
incentivo de financiación, en el que un niño con discapacidad recibe mayor financiación si asiste a 
una escuela especial en lugar de a una escuela común.206 

En mayo de 2017, el Comité sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales expresó su 
preocupación acerca del aumento de la educación segregada y recomendó que Australia 
implemente medidas para garantizar que los niños con discapacidad tengan acceso a una 
educación inclusiva.207 

Australia está intentando rechazar sus obligaciones para con los derechos humanos, al tratar de 
encontrar una explicación por parte del Comité “que los Estados Partes pueden ofrecer educación a 
través de clases o escuelas especializadas de conformidad con el artículo 24”.208

Recomendaciones
Que Australia:

• Formule un Plan de Acción para la Educación Inclusiva a nivel nacional que incluya un marco 
legislativo y político que cumpla absolutamente con el Artículo 24 y el Comentario General 4 de la 
CRPD. 

• Aborde la tasa creciente de segregación de alumnos con discapacidad y redirija los recursos 
adecuados para que los alumnos sean totalmente incluidos en escuelas comunes. 

• En consulta con las personas indígenas y sus organizaciones representativas, establezca y 
administre programas e iniciativas que respeten su cultura para aumentar la tasa de retención de 
alumnos indígenas en las escuelas. 



36Disability Rights Now 2019 

Salud (artículo 25)
27(a)(b)  Las personas con discapacidad tienen 10 veces más de probabilidades que las personas sin 

discapacidad de que su salud sea evaluada como deficiente.209 El 50 % de las personas con 
discapacidad no tiene acceso a la atención sanitaria, a las instalaciones y a los tratamientos 
que ellos necesitan, y más de la mitad manifiesta que los prestadores de asistencia sanitaria no 
comprenden sus necesidades.210 El 20 % de las personas con discapacidad no visita a un médico 
debido a los costos, y el 66 % no visita un dentista debido al costo.211 

  A las personas con discapacidad intelectual212 no se les diagnostica un 42 % de las enfermedades. 
La formación de la fuerza laboral es inadecuada para abordar las necesidades de atención 
médica.213

  Las mujeres con discapacidad presentan dificultades para acceder a la información y a los 
servicios de salud, específicamente, a la salud sexual y reproductiva, y a los servicios de 
detección de cáncer.214 

  Los índices de mortalidad y morbilidad para las personas indígenas con discapacidad son 
significativamente peores que para las personas no indígenas.215 

  Más de 700 000 australianos presentan enfermedades mentales graves en el curso de un año. 
Sin embargo, se espera que solo 64 000 personas con discapacidad psicosocial sean elegibles 
para los paquetes individuales del NDIS.216 Los servicios de salud mental tienen recursos 
significativamente bajos. 

  Las personas con discapacidad sufren violaciones a los derechos humanos que dan como 
resultado malos tratos, tales como tratamientos médicos e intervenciones forzosas; privación de 
la libertad; prácticas represivas; denegación del derecho a la capacidad jurídica; y cualquier otra 
forma de violencia.217

  No existe un mecanismo nacional que permita recopilar datos sobre la salud de las personas 
con discapacidad.218 Hay una falta de disponibilidad de datos administrativos sobre el uso de 
los servicios de salud comunes por parte de las personas con discapacidad. Muchos datos 
recopilados relacionados con la salud219 no incluyen ninguna manera de verificar si una persona 
tiene una discapacidad.220 

Recomendaciones
Que Australia:

• Implemente medidas para abordar los deficientes resultados con respecto a la salud de las 
personas con discapacidad, focalizándose específicamente en las personas indígenas con 
discapacidad, en las personas con discapacidad intelectual, en las personas con discapacidad 
psicosocial y en las mujeres con discapacidad.

• Financie la creación de una red nacional de especialistas sanitarios en discapacidad intelectual 
para mejorar la capacidad de los servicios comunes, de modo que satisfagan las necesidades 
específicas de las personas con discapacidad intelectual.

• Aumente la financiación de los servicios y programas compartidos de salud mental, que garanticen 
alternativas al confinamiento y a los tratamientos forzosos y que apoyen a las personas con 
discapacidad psicosocial, independientemente de la elegibilidad del NDIS. 

• Elabore un mecanismo nacional que permita recopilar datos desglosados sobre la salud de las 
personas con discapacidad.
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Acceso a la habilitación y rehabilitación 
(artículo 26)
28(a)   La implementación del NDIS está cambiando significativamente la forma en la que las personas 

con discapacidad acceden a los servicios. Sin embargo, la falta de claridad y de una interrelación 
eficaz entre el NDIS y los sistemas de servicios comunes han generado impedimentos artificiales 
que se interponen activamente para evitar la prestación de un cuidado integrado y holístico 
para las personas con discapacidad, entre los que se incluyen la ayuda para la habilitación y la 
rehabilitación.221

El traslado de los programas estaduales, territoriales y del Commonwealth al NDIS contribuye a la 
carencia de servicios y a una disminución de los servicios de tratamiento basados en la comunidad, 
específicamente para las personas que no son elegibles para el NDIS.222 

Las interacciones entre el NDIS y los servicios comunes están regidas por los Principios para 
Determinar las Responsabilidades del NDIS y de otros Sistemas de Servicios.223 Sin embargo, 
los Principios están sujetos a la interpretación y no son claros. Esto da como resultado temas 
de limitaciones y disputas sobre la financiación que pueden redundar en un menor acceso o a 
la imposibilidad de acceder a los servicios tanto para los participantes del NDIS como para las 
personas con discapacidad que no son elegibles para el NDIS.224 A pesar de que los Principios 
permiten brindar apoyos para la discapacidad a las personas con discapacidad [que están] en las 
cárceles y en detención forense, aún existe una incertidumbre sobre cómo, o si, se brindará apoyo 
a esta prestación. 

La focalización en el diagnóstico permanente descalifica para el NDIS a muchas personas con 
discapacidad.225 Las personas con discapacidad sostienen que el énfasis se debe poner en la 
evaluación de la capacidad funcional y las necesidades para determinar la elegibilidad.226 

El acceso al NDIS representa una oportunidad para disminuir las tasas de encarcelación para las 
personas con una deficiencia cognitiva o psicosocial, específicamente para las personas indígenas 
con discapacidad, representadas desproporcionadamente en prisión. Sin embargo, el NDIS 
se suspende cuando una persona está detenida,227 lo que le niega el apoyo para habilitación o 
rehabilitación para ayudarla a reintegrarse a la comunidad.

En Australia, se permite el tratamiento forzoso según las leyes de tutela y de salud mental. 

Recomendaciones
Que Australia:

• Garantice que las personas con discapacidad [que están] en prisión y en otras formas de detención 
puedan utilizar su paquete del NDIS mientras están encarcelados o detenidos. 

• Modifique la legislación del NDIS para abordar las disposiciones de permanencia para la 
elegibilidad del NDIS y asegure que las evaluaciones se basen en la capacidad funcional y en las 
necesidades en lugar de que se basen en el diagnóstico médico.
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Derecho al trabajo (artículo 27)
29.  La tasa de desempleo de las personas con discapacidad se duplica con respecto a la población 

general.228 La cantidad de personas con discapacidad en la fuerza laboral ha descendido un 3,0 
% en la última década.229 Simultáneamente, la cantidad de personas con discapacidad en edad 
laboral que participan de la fuerza laboral aumentó en un 23 %.230 Solo el 9 % de las personas 
con discapacidad manifiestan que tienen las mismas oportunidades de empleo que las otras 
personas.231 Las quejas sobre discriminación en el empleo representan un porcentaje importante de 
todas las quejas sobre discriminación por discapacidad presentadas ante los organismos contra la 
discriminación en Australia.232 
La revisión del Marco Nacional de Empleo se redujo considerablemente y solo se concentra en el 
programa de Servicios de Empleo para Personas con Discapacidad (DES) y no se pudo realizar 
la reforma integral necesaria. Los Servicios de Empleo para Personas con Discapacidad (DES)233 
siguen dando resultados deficientes para las personas con discapacidad.234 

29(a)   La estructura laboral segregada para las personas con discapacidad a través de las Empresas 
Australianas para Personas con Discapacidad (ADE) sigue disponible en Australia y le permite a los 
empleadores pagarle sueldos más bajos a las personas con discapacidad que a otras personas;235 
además, menos de un 1 % tienen oportunidades de cambiarse a un empleo convencional.
Si bien el BSWAT se ha suspendido, hay una cantidad de herramientas similares de evaluación de 
sueldos discriminatorios que no se están utilizando. La Ley sobre el Programa de Pago que utiliza 
la Herramienta para el Cálculo de Salarios en Servicios Comerciales (BSWAT) de 2015236 entregó 
un pago único de $100 o más en ciertas circunstancias a los empleados de ADE elegibles que 
tenían una discapacidad intelectual.237 Sin embargo, el Programa finalizó en 2018, no se aplica a 
todos los empleados de ADE y no abarca a las personas con discapacidad a las que se les pagó 
según el BSWAT después de 2014. 

29(b)   El Sistema de Salario Respaldado (SWS)238 aún contempla que a las personas con discapacidad 
se les pague un porcentaje prorrata del salario mínimo para la industria según la evaluación de su 
capacidad. 

29(c)   Durante las últimas décadas, no hubo una mejora en la participación de la fuerza laboral de las 
mujeres con discapacidad.239 Los hombres con discapacidad tienen muchas más posibilidades de 
empleo que las mujeres con discapacidad.240 No hay políticas o programas que aborden la falta de 
participación en el empleo de mujeres con discapacidad, lo que incluye el abordaje de las barreras 
estructurales para su participación en la fuerza laboral. 

30.  No se han implementado las recomendaciones del informe Deseo Trabajar de 2016.241 La Encuesta 
hizo recomendaciones relativas a la legislación y a las acciones de la Commonwealth que se 
podrían tomar [en cuenta] para abordar la discriminación en el empleo.

Recomendaciones
Que Australia:

• Desarrolle una estrategia nacional de empleo para las personas con discapacidad que incorpore 
las recomendaciones de la Encuesta Deseo Trabajar y que contenga medidas enfocadas en el 
género para aumentar la participación de las personas con discapacidad en la fuerza laboral, que 
incluya abordar las barreras estructurales de empleo. 

• Implemente acciones para realizar la transición de un empleo segregado a una formación para 
[obtener] trabajo genuino y a oportunidades que generen habilidades que le abran el camino a un 
empleo común y a una remuneración equitativa por el trabajo.

• Emplee medidas para asegurar que las personas con discapacidad puedan acceder a los servicios 
de empleo que satisfagan sus necesidades personales y que se enfoquen en los resultados a largo 
plazo.
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Nivel de vida adecuado y protección social 
(artículo 28)
31.  El 45 por ciento de las personas con discapacidad en Australia vive en la pobreza.242 Un 11,2 % de 

las personas con discapacidad sufren desventajas profundas y persistentes, más del doble que la 
frecuencia nacional.243 Este índice es significativamente mayor para las personas indígenas con 
discapacidad. El 61 % de las personas con discapacidad no pueden cubrir las necesidades básicas 
con su ingreso actual.244

Las pensiones del Gobierno son la fuente principal del ingreso personal para el 42 % de las 
personas con discapacidad en edad laboral.245 En comparación, el sueldo o el salario es la fuente 
principal del ingreso personal para un 68 % de las personas en edad laboral sin discapacidad.246 

El ingreso personal bruto promedio por semana de las personas con discapacidad es la mitad 
del de las personas sin discapacidad.247 Los sistemas de ingresos, de bienestar e impositivos en 
Australia no reconocen los costos significativos debidos a la discapacidad en los que incurren las 
personas con discapacidad durante toda su vida.248

La Pensión de apoyo por discapacidad (DSP)249 no es adecuada para apoyar a las personas con 
discapacidad.250 La elegibilidad de la DSP se ha reducido a tal punto que ahora un 25-30 % de 
las personas con discapacidad reciben un pago Newstart muy inferior por desempleo,251 lo que 
provoca una mayor pobreza arraigada. El índice de reclamos exitosos por DSP ha disminuido 
considerablemente, de un 69 % en 2011 a un 29,8 % en 2018.252 Mientras que los gobiernos han 
reducido de manera significativa la cantidad de personas que reciben la DSP, esto no redunda en 
un aumento del empleo y en una seguridad económica para las personas con discapacidad.253

Las personas con discapacidad psicosocial componen el grupo de clientes con crecimiento más 
rápido en la población de Servicios Especializados para los Desamparados;254 la tasa de uso del 
servicio se duplicó en los últimos 5 años y la mayoría son mujeres con discapacidad psicosocial.255 
La violencia familiar y la discapacidad psicosocial son ahora las causas más comunes para los 
desamparados en Australia.256

A nivel nacional, en junio de 2018, el porcentaje de la capacidad ocupada de alquiler era de un 
97 % para las viviendas públicas.257 Un 29 % de las personas que viven en viviendas de alquiler 
públicas reciben la DSP258 y gastan un tercio de sus ingresos en gastos de vivienda.259 Casi el 81 
% de las personas con discapacidad manifiestan que viven en viviendas públicas de un estándar 
inaceptable.260 Muchas de las personas con discapacidad no tienen un nivel de vida adecuado 
como para poder alquilar en el mercado privado o para comprar sus propias viviendas.261 

Recomendaciones
Que Australia:

• Ponga fin a las restricciones permanentes de elegibilidad continuas para la DSP, aumente la 
tasa de Newstart y de otros pagos de ayuda económica para garantizar que las personas con 
discapacidad tengan acceso a un nivel de vida adecuado.

• Dé prioridad a la concreción del derecho a un nivel de vida adecuado y a la protección social para 
las personas indígenas con discapacidad.

• Aborde las causas fundamentales de los desamparados para las personas con discapacidad 
psicosocial y para las mujeres con discapacidad.
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Participación en la vida política y pública 
(artículo 29)
32(a)  Las disposiciones de ‘mente insana’ en la Ley Electoral y en la legislación electoral estadual, 

territorial del Gobierno local les niegan el derecho a votar a algunas personas con discapacidad, en 
particular, a las personas con deficiencia cognitiva y con discapacidad psicosocial.262 

32(b)   El derecho de las personas con discapacidad a votar de manera independiente y en secreto en 
las elecciones de los gobiernos locales, estaduales/territoriales y federales no es una realidad 
para muchas personas con discapacidad, debido a la falta de coherencia para contemplar el voto 
electrónico y barreras arquitectónicas para emitir el sufragio.

Recomendaciones
Que Australia:

• Mantenga el derecho de las personas con discapacidad a votar en las elecciones sobre una base 
igualitaria con respecto a otras personas eliminando el artículo 93(8) de la Ley Electoral de 1918 
(Cth) (disposición de ‘mente insana’) y promulgue una legislación alternativa que restablezca la 
presunción de capacidad para votar y ejercer su elección de las personas con discapacidad. 
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Recopilación de datos y estadísticas (artículo 31)
33(a)   No hay medidas uniformes a nivel nacional para recabar e informar de manera pública los datos 

desglosados en la totalidad de las obligaciones contenidas en la CRPD. 
33(b)   A pesar de las recomendaciones de los organismos de supervisión del tratado de las Naciones 

Unidas, Australia aún no pidió ni financió una evaluación integral sobre la situación de las mujeres 
con discapacidad,263 sobre la situación de los niños y jóvenes con discapacidad264 y sobre la 
situación de las mujeres indígenas con discapacidad. 
La falta de datos desglosados uniformes a nivel nacional265 suscita preocupaciones graves sobre la 
capacidad de Australia para cumplir con la CRPD y para supervisar y evaluar la implementación de 
la NDS y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). 

Recomendaciones
Que Australia:

• Lleve a cabo una evaluación integral de la situación de las mujeres con discapacidad, de la 
situación de los niños y jóvenes con discapacidad, y de la situación de las personas indígenas con 
discapacidad.

• Desarrolle medidas uniformes a nivel nacional para recabar e informar de manera pública los datos 
desglosados en la totalidad de las obligaciones contenidas en la CRPD.
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Cooperación internacional (artículo 32)
34.  En el Examen Periódico Universal (2016) Australia asumió el compromiso voluntario266 de avanzar 

en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible267 para su Desarrollo para Todos: Estrategia 2015-
2020268 y su Estrategia Internacional para las Personas Indígenas 2015-2019.269

Una evaluación del Desarrollo para Todos [realizada] en 2018 le recomendó a Australia continuar 
con el compromiso de incluir el desarrollo de la discapacidad inclusiva como un derecho humano y 
las prioridades de ayuda; además del aprovechamiento de los avances [logrados] hasta la fecha. 
No hay información sobre una tercera propuesta de la Estrategia de Desarrollo para Todos para 
después de 2020. 

No hay un mecanismo para la participación de las personas con discapacidad y de las DPO en la 
aplicación y supervisión de los ODS en Australia.

Recomendaciones
Que Australia:

• Establezca un mecanismo formal para la participación de las personas con discapacidad en la 
aplicación y supervisión de la CRPD y de los ODS.
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Aplicación y supervisión nacional (artículo 33)
35.  El Departamento de Servicios Sociales (DSS) y el Departamento de la Fiscalía General (AGD) 

actúan como un ‘punto focal conjunto’ dentro del Gobierno de Australia para coordinar la 
implementación de la CRPD.270 Esto reduce, en gran medida, la implementación de la NDS, que 
cuenta con escasos recursos y con medidas deficientes. Las recomendaciones de las revisiones de 
supervisión del tratado de las Naciones Unidas con respecto a los derechos de las personas con 
discapacidad no están incorporadas a las acciones concretas dentro de los marcos legislativos y 
políticos, que incluye a la NDS. 
El AGD ha desarrollado una página web que supervisa el EPU271 y que brinda información sobre 
el avance en cuanto a las recomendaciones del EPU. El informe del progreso está recopilado a 
partir de la información brindada por las entidades del Gobierno de Australia, pero no incluye ni 
información ni participación de las personas con discapacidad. 

La Comisión Australiana de Derechos Humanos carece de recursos adecuados para supervisar 
completamente la implementación de la CRPD. 

No hay un mecanismo de participación formal con las DPO o DRO para garantizar la participación 
activa de las personas con discapacidad en la aplicación y supervisión nacional. 

Recomendaciones
Que Australia:

• Establezca un mecanismo formal para la participación productiva de las personas con discapacidad 
en la aplicación y supervisión de la CRPD, así como también en otros tratados sobre derechos 
humanos y recomendaciones del EPU.

• Que financie adecuadamente a las DPO y DRO para participar en la aplicación y supervisión de la 
CRPD.
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